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Introducción

En el escenario jurídico actual, el Derecho Civil demuestra una notable ca-
pacidad de evolución y fortalecimiento. Esta disciplina ha intensificado su 
significación ante los complejos retos del mundo contemporáneo. Su naturaleza  
de Derecho privado general y su presencia constante en la existencia 
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cotidiana le confieren una aptitud singular para adaptarse a las transforma-
ciones de nuestro tiempo, lo que se pone de manifiesto en una excepcional 
versatilidad para regular las relaciones personales, patrimoniales y familiares 
que constituyen el tejido fundamental de la vida en sociedad.

En este trabajo, después de referirme a los principales desafíos que enfrenta 
el Derecho Civil en la actualidad, examinaré la manera cómo evolucionan 
sus principales instituciones y figuras jurídicas para responder a estas nuevas 
exigencias. A continuación, me referiré brevemente al proceso de consti-
tucionalización del Derecho Civil, fenómeno mediante el cual los valores 
y principios constitucionales han encontrado en las instituciones civiles 
un instrumento idóneo para materializarse en las relaciones entre los par-
ticulares, incrementando notablemente la capacidad de respuesta de esta 
disciplina frente a las nuevas realidades sociales1.

1. Los retos contemporáneos del Derecho Civil

El Derecho Civil del siglo xxi se enfrenta a un panorama de desafíos inéditos 
ante los cuales despliega su capacidad de adaptación y su función esencial de  
regulación de las relaciones humanas. Las transformaciones aceleradas 
de nuestra época constituyen, en nuestro concepto, un escenario propicio 
para que esta disciplina demuestre su vitalidad y potencial de renovación.

Los principales desafíos que enfrenta el Derecho Civil en la actualidad son 
los siguientes:

1.1. La transformación digital

La revolución tecnológica representa, sin duda, uno de los desafíos más com-
plejos y trascendentales. Las nuevas tecnologías han modificado radicalmente 

1	 Los temas que se abordan en esta ponencia han sido desarrollados con mayor am-
plitud en mi trabajo «Derecho Civil contemporáneo: adaptabilidad y permanencia 
de sus instituciones fundamentales» que será publicado próximamente en el Libro 
homenaje 50 años del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad 
Católica Andrés Bello.



las formas de interacción, comunicación y transacción entre las personas. 
El Derecho Civil debe regular nuevas realidades como la identidad digital, la 
tutela de datos personales, los contratos inteligentes, la propiedad intelectual en 
entornos virtuales y las responsabilidades derivadas de la inteligencia artificial.

Esta transformación digital se manifiesta especialmente en el ámbito patri-
monial, donde han emergido fenómenos jurídicos que desafían las categorías 
tradicionales. Los activos digitales, las criptomonedas y las transacciones 
en entornos virtuales cuestionan conceptos fundamentales sobre la natura-
leza misma de los bienes y las relaciones jurídicas tradicionales. No pueden 
considerarse meramente como objetos nuevos que requieren regulación. 
Es necesario desarrollar nuevos marcos conceptuales capaces de proteger 
los derechos fundamentales de la persona y sus atributos esenciales en 
ecosistemas digitales.

No basta con adaptar las normas existentes a las complejas realidades 
virtuales. La persona, como eje del sistema civil, debe ser reconocida y prote-
gida tanto en su dimensión física como en su presencia en entornos digitales, 
los cuales influyen cada vez más en su desarrollo y autonomía personal.

1.2. La problemática ambiental

La crisis ecológica representa otro desafío que cuestiona las instituciones ci-
viles tradicionales. La sostenibilidad ambiental ha dejado de ser un aspecto 
secundario para convertirse en un principio fundamental que debe inte-
grarse en todas las relaciones jurídicas. Instituciones como la propiedad, el 
contrato y la responsabilidad civil deben ser repensadas desde una perspec-
tiva ecológica que equilibre los intereses individuales con la preservación 
del medio ambiente.

La función ecológica de la propiedad adquiere una relevancia sin precedentes, 
transformando esta institución más allá de la concepción tradicional de do-
minio absoluto para incorporar dimensiones de creciente complejidad por 
razones de interés público y social. La propiedad se concibe hoy como una 
relación jurídica que debe armonizarse con nuevos imperativos ambientales 
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y tecnológicos, lo que ha significado una transformación profunda del 
instituto en el Derecho contemporáneo.

1.3. Las transformaciones sociales

Las transformaciones sociales introducen complejidades inéditas en la regu-
lación de las relaciones humanas. Los cambios en la composición familiar, en 
los roles de género y en las formas de convivencia plantean desafíos que el 
Derecho Civil debe abordar con flexibilidad y sensibilidad. Se trata de reco-
nocer y proteger la diversidad de formas de organización familiar y personal, 
sin imponer un modelo único de familia.

El Derecho Civil debe adaptarse a estas nuevas realidades familiares, reafir-
mando su papel esencial en la protección y regulación de las diversas formas 
de convivencia familiar contemporáneas. La regulación jurídica de la familia 
evoluciona desde concepciones rígidas y tradicionales hacia modelos más 
flexibles y plurales.

1.4. La globalización económica

La globalización económica ha desdibujado las fronteras tradicionales, ge-
nerando nuevas dinámicas de intercambio que desafían los marcos jurídicos 
nacionales. El Derecho Civil debe adaptar y perfeccionar sus mecanismos de 
interpretación y regulación para ofrecer soluciones efectivas a los conflictos 
de leyes que inevitablemente surgen en las transacciones internacionales, 
armonizando la aplicación de normas de distintos ordenamientos en este 
escenario de intercambios globales cada vez más complejos y dinámicos.

1.5. La biotecnología y la medicina avanzada

La biotecnología y la medicina avanzada introducen dilemas éticos 
y jurídicos de extraordinaria complejidad. La manipulación genética, la re-
producción asistida y las nuevas prácticas de alteración corporal cuestionan 
directamente las nociones tradicionales de persona, integridad y disponibilidad 
del propio cuerpo.



El Derecho Civil, además de desarrollar nuevos marcos interpretativos, 
debe formular categorías jurídicas innovadoras y principios específicos para 
estas realidades emergentes. Estas nuevas construcciones jurídicas deberán 
establecer límites claros a la disposición del cuerpo humano y sus compo-
nentes, definir el estatuto jurídico de los materiales biológicos y determinar 
el alcance de la autonomía personal en las intervenciones biotecnológicas. 
Todo ello con el doble objetivo de proteger los derechos fundamentales de la 
persona y facilitar el avance de la investigación científica.

1.6. La inteligencia artificial y la robótica avanzada

La inteligencia artificial y la robótica avanzada plantean interrogantes sobre 
la personalidad jurídica, la capacidad de obrar y la atribución de responsa-
bilidad. Entre las cuestiones cruciales que el Derecho Civil deberá resolver 
destacan: ¿Pueden las entidades dotadas de inteligencia artificial, como los 
robots autónomos y los sistemas automatizados de toma de decisiones, ser 
considerados sujetos de derecho?

Asimismo, deben precisarse los límites de actuación de estos sistemas cada 
vez más autónomos, así como el alcance de su responsabilidad. El Derecho 
Civil está llamado a desarrollar nuevas categorías conceptuales para abordar 
estas realidades emergentes.

1.7. La desigualdad económica y social

La creciente desigualdad económica y social representa otro desafío para el 
Derecho Civil. Las instituciones tradicionales han evolucionado hacia una 
concepción sustantiva de la igualdad, superando la mera igualdad formal que 
las caracterizaba originalmente. Esta evolución debe continuar su transfor-
mación hacia mecanismos que garanticen una verdadera igualdad material.

Los principios de buena fe, abuso del derecho y función social de las ins-
tituciones civiles constituirán importantes herramientas para corregir 
desequilibrios. La complejidad de estos retos exige un enfoque interdiscipli-
nario que trasciende lo estrictamente jurídico y debe contemplarse también 
desde perspectivas éticas, tecnológicas y sociales.
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Esta enumeración de los principales desafíos que enfrenta el Derecho Civil 
en la actualidad refleja la magnitud y complejidad de las exigencias que esta 
disciplina debe satisfacer en el siglo xxi. Para enfrentar estos desafíos, el 
Derecho Civil del siglo xxi deberá enriquecerse con el aporte de otras dis-
ciplinas y saberes, sin perder su especificidad y su función primordial de 
regulación de las relaciones humanas.

2. Las respuestas del Derecho Civil

Tras referirnos a los principales retos que enfrenta el Derecho Civil en la ac-
tualidad, corresponde examinar, a grandes rasgos, cómo esta disciplina está 
respondiendo a estas exigencias. La adaptación a estos desafíos comienza 
por la renovación de las instituciones y figuras fundamentales del Derecho 
Civil. Esta disciplina, preservando sus principios esenciales, desarrolla 
nuevas categorías conceptuales y herramientas jurídicas para dar respuesta 
a las realidades emergentes. Veamos.

2.1. La evolución de la propiedad

La propiedad experimenta una transformación hacia una concepción que 
enfatiza su función social y ecológica. Para satisfacer estas exigencias, el 
Derecho Civil desarrolla nuevos instrumentos jurídicos que permiten ar-
monizar el ejercicio del derecho de propiedad con la protección ambiental.

Estos instrumentos incluyen mecanismos de compensación por servicios 
ambientales, así como nuevas modalidades de aprovechamiento sostenible de 
los recursos naturales. La doctrina y jurisprudencia civiles elaboran criterios 
para determinar el alcance de las obligaciones ambientales del propietario sin 
desnaturalizar la esencia del derecho de propiedad2.

2	 En el contexto del ordenamiento colombiano, Solano Bilbao, Ortiz Figueroa 
y Posada Martínez examinan cómo la legislación y jurisprudencia han desarro-
llado instrumentos jurídicos que permiten armonizar el ejercicio del derecho de 
propiedad con la protección ambiental, abordando los límites que pueden impo-
nerse al propietario sin vulnerar el núcleo esencial de su derecho (Solano Bilbao, 
Sofía Cristina et al.: Límites al derecho de propiedad: función social y ecológica 



La propiedad se concibe como una relación jurídica compleja que debe equi-
librar los intereses individuales con imperativos de preservación ambiental. 
Esta evolución no implica una negación de la propiedad privada, sino su 
reconfiguración para incorporar dimensiones de responsabilidad social 
y ecológica sin precedentes en la tradición jurídica civil.

Para ilustrar esta transformación con un ejemplo basta citar el reciente Regla-
mento de la Unión Europea sobre productos libres de deforestación (EUDR), 
que entrará en vigencia el 30 de diciembre de 20253. Este Reglamento es-
tablece obligaciones de debida diligencia que trascienden las fronteras 
territoriales, exigiendo a los operadores económicos garantizar que deter-
minados productos comercializados en el mercado europeo no provengan de 
tierras deforestadas después del 31 de diciembre de 2020. En consecuencia, 
a partir de la entrada en vigor de este Reglamento, todos los comercializadores 
de productos como madera, soja, aceite de palma, café, cacao, ganado bo-
vino y caucho, así como sus productos derivados deberán acreditar que sus 
productos cumplen con los estándares de deforestación cero establecidos por 
la normativa europea. Los exportadores hacia la Unión Europea deberán, 
por tanto, demostrar, mediante sistemas de trazabilidad y geolocalización, 
que sus productos están libres de deforestación para poder acceder al mer-
cado comunitario. Esta regulación pone de manifiesto cómo las exigencias 
ambientales globales condicionan directamente el ejercicio del derecho de 
propiedad sobre recursos naturales, estableciendo limitaciones que tras-
cienden las fronteras nacionales, y subordinan el aprovechamiento de la 
propiedad rural a estándares internacionales de sostenibilidad.

2.2. La transformación del contrato

El contrato también evoluciona respondiendo a los requerimientos de la eco-
nomía digital y las nuevas formas de intercambio económico. Sin que ello 
implique una alteración de sus bases esenciales, la teoría general del contrato 

en el ordenamiento jurídico colombiano. Universidad Externado de Colombia. Bo-
gotá, 2022, https://red.uexternado.edu.co/limites-al-derecho-de-propiedad-funcion- 
social-y-ecologica-en-el-ordenamiento-juridico-colombiano). 

3	 Véase: https://www.comex.go.cr/media/10363/1-reglamento-deforestaci%C3%B3n.pdf.

El Derecho Civil y los retos de presente 315



316 Revista Venezolana de Legislación y Jurisprudencia • N.o 24 • 2026

se adapta para abordar las particularidades de la contratación en entornos 
digitales, contempla mecanismos de protección reforzada para la parte 
más vulnerable, y desarrolla criterios de interpretación que responden a las 
nuevas modalidades de intercambio.

El Derecho Civil ha profundizado en aspectos particulares de la contrata-
ción por medios electrónicos, reconociendo que esta no implica una nueva 
concepción de la teoría general del contrato4.

En el ámbito de la contratación digital, el Derecho Civil ha desarrollado 
normas específicas para proteger al contratante frente al proveedor de 
contenidos o servicios digitales. Estas incluyen reglas especiales sobre la 
conformidad de los bienes o servicios digitales, normas específicas para el 
incumplimiento contractual por fallas del programa, el derecho de desisti-
miento en estos contratos, y garantías especiales que trascienden las reglas 
tradicionales del saneamiento por vicios ocultos5. Estas disposiciones reco-
nocen las particularidades de la contratación digital sin alterar los principios 
fundamentales del derecho contractual.

Para los contratos inteligentes (smart contracts), ha sido necesario elaborar 
reglas especiales considerando sus características únicas de autoejecu

4	 En la doctrina nacional, véase: Madrid Martínez, Claudia: «El derecho de los con-
tratos frente a la tecnología». En: La importancia del Derecho Civil hoy. xi Jor-
nada Aníbal Dominici en memoria de María Candelaria Domínguez Guillén. 
ABediciones-Asociación Civil Juan Manuel Cajigal-UCAB. Caracas, 2022, p. 105. 
En la misma dirección, Bernad Mainar afirma: «El fenómeno en ciernes [refirién-
dose a la contratación electrónica] no conlleva en modo alguno la modificación 
de las normas generales de contratación, puesto que los problemas que suscita la 
contratación electrónica no difieren en sustancia de los que plantea la contratación 
ordinaria, razón por la cual, en principio, las herramientas que nos suministra el De-
recho general de las obligaciones y de los contratos bastarían para resolver las prin-
cipales cuestiones que presenta esta variedad de contratación» (Bernad Mainar, 
Rafael: «Nuevos modelos de contratación: La contratación electrónica». En: Estudios 
de Derecho Procesal. Libro homenaje al doctor Adán Febres Cordero. S. Yannuzzi, 
coord. UCAB. Caracas, 2013, p. 217).

5	 Al respecto, véase: Contratación en el entorno digital. Editorial Aranzadi. I. González 
Pacanowska y M. del C. Arnaldos, dirs. Pamplona, 2023.



tabilidad6. La doctrina civil también ha avanzado en la conceptualización 
de los activos digitales, determinando su naturaleza jurídica, su régimen de 
transmisión y su tratamiento sucesorio7. 

También en materia contractual se han desarrollado criterios más estrictos 
para el control de las llamadas «cláusulas abusivas», entendidas como aque-
llas estipulaciones que causan en detrimento del consumidor o de la parte más 
débil de la relación contractual un desequilibrio importante de los derechos 
y obligaciones de las partes que se derivan del contrato. Se prevé que estas cláu-
sulas tienen que ser objeto de conocimiento y aceptación expresa, y aprobadas 
por escrito cuando se incluyen en condiciones generales de contratación. 
Son igualmente objeto de escrutinio especial las cláusulas que establecen 
límites a la responsabilidad en favor de la parte que las ha predispuesto, 
o que contemplan la facultad de rescindir unilateralmente el contrato, o de 
suspender su ejecución, o que limitan la facultad de oponer excepciones, o es-
tablecen caducidades especiales, o contemplan la prórroga o renovación tácita 
del contrato, las cláusulas compromisorias, etc8.

6	 En esta dirección, en la doctrina española, la profesora Luquín Bergareche rea-
liza una aproximación al concepto, tipología, características y efectos de los smart 
contracts desde el punto de vista del Derecho privado (Luquín Bergareche, Ra-
quel: Smart Contracts aplicaciones jurídicas y de salud digital. Tirant lo Blanch. 
Valencia, 2024. 

7	 Al respecto, véase: Gudín Rodríguez-Margariños, Faustino: Criptoactivos de la 
paralegalidad a la paulatina legalización. Editorial Jurdíca Sepín. Madrid, 2022, 
pp. 80-101; Ibáñez Jiménez, Javier: «Emisión, representación y gestión de criptoac-
tivos». En: Criptoactivos. Retos y desafíos normativos. Wolters Kluwer España. 
M. Barrio Andrés, ed. Madrid, 2021, pp. 217-227. En la doctrina nacional, véase: 
Carmona Borjas, Juan Cristóbal: Mundo jurídico de las criptomonedas. Academia 
de Ciencias Políticas y Sociales-Asociación Venezolana de Derecho Tributario. 
Caracas, 2019, pp. 159-187 y 262-269; Carmona Borjas, Juan Cristóbal: Múlti-
ples caras de los criptoactivos. Especial referencia al caso del Petro. Academia de 
Ciencias Políticas y Sociales. (Discurso y trabajo de incorporación como individuo 
de número). Caracas, 2018, pp. 30 y ss. 

8	 Para un examen exhaustivo del tratamiento sustantivo y procesal de las cláusulas 
abusivas en el ordenamiento español, incluyendo los elementos integradores del 
concepto de «cláusula abusiva», los efectos derivados de la declaración de abusi-
vidad de la cláusula contractual y los poderes de actuación procesal del juez y de 
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Hay, asimismo, en materia contractual, la tendencia a negarles validez a las 
cláusulas limitativas y exonerativas de responsabilidad no solo cuando media 
dolo o culpa grave por parte del deudor, sino también cuando desnaturalizan 
la esencia del vínculo obligacional, cuando afectan la libertad contractual, 
si contrarían el orden público o las buenas costumbres, cuando violan las 
exigencias de la buena fe, si comportan un abuso de derecho, cuando se fijan 
en un monto irrisorio, o cuando están incluidas en contratos de adhesión. 
Se sanciona su inclusión con la nulidad de la cláusula, y, en ciertos casos, 
incluso con la nulidad del contrato.

La autonomía de la voluntad, manteniendo su importancia como principio 
fundamental, experimenta hoy nuevas limitaciones. El principio de buena fe 
contractual, presente desde antiguo en la ejecución de los contratos, ha ex-
tendido su alcance; mientras que la protección de la parte más vulnerable en 
la relación contractual se ha intensificado significativamente para responder 
a las complejidades de la contratación contemporánea.

En esta dirección, el Derecho Civil ha desarrollado nuevas categorías, como 
los contratos asimétricos, donde se presume el desequilibrio entre las partes y 
se establecen mecanismos específicos de protección para la parte más débil9. 
Los contratos asimétricos se caracterizan por la existencia de una disparidad 
estructural entre los contratantes, ya sea por razones económicas, técnicas, 
informativas o de experiencia, que coloca a una de las partes en situación 
de desventaja para negociar en condiciones de igualdad. Un ejemplo de esta 
categoría son los contratos entre grandes plataformas tecnológicas y usuarios 

las partes procesales respecto de las cláusulas abusivas, véase: Moreno García, Lu-
cina: Las cláusulas abusivas. Tratamiento sustantivo y procesal. Tirant lo Blanch. 
Valencia, 2018. En la doctrina nacional, véase: Acedo Sucre, Carlos Eduardo: Cláu-
sulas abusivas y contratos de adhesión. Academia de Ciencias Políticas y Sociales-
Menpa. Caracas, 2018. 

9	 Al respecto, véase: Pardo, Valeria: El contrato asimétrico entre empresas. Thomson 
Reuters. Buenos Aires, 2025, pp. 160-163, 289-291. En la doctrina nacional, véase: 
Madrid Martínez, Claudia: «La libertad contractual en el Código Civil: entre re-
gulaciones, limitaciones y silencios». En: Revista Venezolana de Legislación 
y Jurisprudencia. N.º 20. Caracas, 2023, pp. 141-147.



individuales, donde la asimetría informativa y el poder de negociación de
sigual justifican la implementación de mecanismos de protección especiales.

Ha elaborado también criterios más estrictos de control sobre cláusulas abu-
sivas, extendiendo su aplicación más allá del Derecho del Consumo hacia 
cualquier relación contractual donde exista un desequilibrio significativo 
entre las partes. Esta evolución refleja el tránsito desde una concepción de 
igualdad meramente formal hacia el reconocimiento de las asimetrías reales 
que caracterizan los contratos contemporáneos, desarrollando mecanismos 
concretos de protección material para aquellas personas que, por sus con-
diciones particulares o su posición en determinadas relaciones jurídicas, se 
encuentran en una situación especial de vulnerabilidad o desventaja.

En el ámbito probatorio, se han desarrollado criterios para determinar la 
validez y eficacia de los documentos electrónicos, las firmas digitales y los 
registros blockchain, estableciendo estándares específicos de autenticidad 
e integridad10.

2.3. La metamorfosis de la responsabilidad civil

La responsabilidad civil experimenta una profunda metamorfosis que 
trasciende el esquema tradicional de mera reparación de daños. En la era 
tecnológica, esta institución evoluciona hacia un mecanismo integral de pre-
vención y gestión de riesgos, capaz de anticipar y mitigar potenciales daños 
antes que limitarse a su reparación posterior. Las nuevas tecnologías, los 
desafíos ambientales y las transformaciones sociales exigen un concepto de 
responsabilidad más dinámico y comprehensivo.

10	 Para un reciente análisis sobre la validez y eficacia probatoria de los archivos digi-
tales en la contratación online, así como los desafíos que se plantean para establecer 
estándares de autenticidad e integridad en el ámbito procesal, véase: Tur Faúndez, 
Carlos: Derecho probatorio de los contratos online automatizados. Editorial Colex. 
La Coruña, 2024. En la doctrina nacional, para un análisis de la complejidad proba-
toria del documento electrónico y su autenticidad, véase: Velandia Torres, Rómulo: 
El documento electrónico y sus dificultades probatorias. Editorial Álvaro Nora. 
Caracas, 2015, pp. 97-138 y 275-281.
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Esta transformación se manifiesta en diversas tendencias que reflejan la adap-
tación de este instituto a las complejidades contemporáneas11. En primer lugar, 
se amplía significativamente la nómina de daños indemnizables, incorporando 
categorías inéditas, como el daño por productos defectuosos, el daño genético, 
el daño derivado de aplicaciones biotecnológicas, el daño nuclear y el daño am-
biental. En el ámbito digital, se reconocen los daños informáticos, incluyendo 
los perjuicios derivados de la violación de la privacidad digital, el robo de iden-
tidad en línea y los daños causados por fallas en sistemas automatizados12.

Como se indica poco más adelante, los tribunales constitucionales de diversos 
países han desarrollado criterios innovadores para ampliar las categorías tra-
dicionales de daño indemnizable, reconociendo nuevas formas de lesión a 
derechos fundamentales que trascienden las nociones clásicas de daño patrimo-
nial y moral. Esta jurisprudencia constitucional extranjera ha sido fundamental 
para el reconocimiento de modalidades de afectación que inciden directamente 
en la esfera de los derechos de la personalidad y el libre desarrollo del individuo.

Simultáneamente, se f lexibilizan los requisitos del daño indemnizable. 
Se acepta que no es necesaria la afectación de un derecho subjetivo espe-
cífico o de un interés jurídicamente protegido, sino que basta la lesión al 
simple interés, siempre que no se oponga al ordenamiento legal. Más aún, 
se tiende a admitir la resarcibilidad de daños lícitos, como, por ejemplo, en 
los casos de responsabilidad patrimonial del Estado por actividades lícitas. 
Este enfoque prescinde de la antijuricidad para centrar el sistema en el daño 
injustamente sufrido por la víctima y no en el daño injustamente causado.

Asimismo, se observa una tendencia hacia la objetivación de la responsa-
bilidad civil y el aumento de factores objetivos de atribución. El progreso 
científico y tecnológico evidencia que la culpa, como fundamento exclusivo 

11	 Al respecto, véase: Urdaneta Fontiveros, Enrique: «Contornos actuales de la res-
ponsabilidad civil». En: Derecho de las Obligaciones. Homenaje a José Mélich- 
Orsini. Academia de Ciencias Políticas y Sociales-Asociación Venezolana de 
Derecho Privado-UCV. C. Madrid Martínez, coord. Caracas, 2012, pp. 513 y ss.

12	 Al respecto, en la doctrina española, véase: Nuevas tecnologías y responsabilidad 
civil. Reus. D. Bello Janeiro, coord. Madrid, 2020, passim.



de responsabilidad, no constituye una solución adecuada para nuestros 
tiempos. Los daños típicos de la era tecnológica no pueden amoldarse al es-
quema tradicional de la responsabilidad por culpa, ni a la responsabilidad del 
guardián por la intervención de la cosa en la producción del daño. Se observa 
que la gran mayoría de las fuentes modernas de daño se producen como con-
secuencia del ejercicio de actividades riesgosas, surgiendo este concepto 
como factor atributivo de responsabilidad adoptado en América Latina, entre 
otros, por los códigos boliviano, peruano y paraguayo.

En materia ambiental, por ejemplo, existe consenso sobre el fundamento ob-
jetivo de la responsabilidad civil. Se responde por el solo hecho de realizar 
actividades calificadas como susceptibles de degradar el ambiente, rigiendo 
el principio «quien contamina paga». Este criterio, recogido en el artículo 
116 de la Ley Orgánica del Ambiente venezolana, compromete la responsa-
bilidad del contaminador, salvo demostración de causa extraña no imputable.

Por otra parte, se ha aumentado la posibilidad de reclamar indemnización 
por el daño, ensanchándose el campo de los legitimados activos. De la misma 
manera, se amplía la gama de los civilmente responsable que responden 
a veces en forma mancomunada, otras veces solidariamente.

El Derecho de la Responsabilidad Civil desarrolla mecanismos para aligerar la 
carga probatoria de las víctimas mediante presunciones de culpa y causalidad. 
Se facilita también el cobro de indemnizaciones a través de procedimientos 
judiciales expeditos y la perfección de mecanismos de seguros de responsa-
bilidad que permiten una distribución más eficiente de los riesgos13.

Finalmente, como se dijo, se acentúa la función preventiva de la responsabi-
lidad civil. Con el avance tecnológico, son frecuentes las hipótesis de daños 

13	 En la obra Dimensiones y desafíos del seguro de responsabilidad civil se recogen 
diversos trabajos que abordan la cuestión de los seguros de responsabilidad civil en 
varios ámbitos contractuales, como los contratos de administración de sociedades 
(D&O), compraventa de empresas (seguros R&W), asistencia sanitaria, contratos 
de transporte, y contratos de arrendamiento de buques, entre otros (Dimensiones 
y desafíos del seguro de responsabilidad civil. Civitas. A. B. Veiga Copo, dir. y M. 
Martínez Muñoz, coord. Pamplona, 2021). 
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graves e irreversibles. Como resulta imposible reparar lo irreparable, el sis-
tema evoluciona hacia la prevención del daño, actuando ex ante para evitar 
que el perjuicio se produzca. Esta orientación preventiva representa una trans-
formación conceptual que sitúa la responsabilidad civil como instrumento 
no solo reparador, sino esencialmente protector.

2.4. La renovación del Derecho de Familia

El Derecho de Familia ha evolucionado significativamente en su concepción 
y regulación de la familia. De un modelo tradicional basado en el matri-
monio entre un hombre y una mujer, se ha transitado hacia el reconocimiento 
y protección de una diversidad de estructuras familiares. Se protegen nuevas 
formas de familias, como la familia monoparental, que está compuesta por 
un solo progenitor (padre o madre) y uno o varios hijos, y la familia recons-
tituida o ensamblada formada por una pareja en la que al menos uno de los 
miembros aporta un hijo o hija de una relación anterior14.

Del mismo modo, se pasa a reconocer diversas modalidades de uniones 
afectivas derivadas del principio de la igualdad y del libre desarrollo de la 
personalidad. Esto incluye el reconocimiento legal de las uniones de hecho 
y la igualdad de derechos de los hijos matrimoniales y extramatrimoniales. 
Se reconocen derechos patrimoniales a favor de parejas del mismo sexo.

Asimismo, se observa la modernización de los sistemas de determinación de 
la filiación y la evolución de los conceptos de patria potestad hacia modelos 
más equitativos de responsabilidad parental15.

14	 Sobre la adaptación del Derecho de Familia a las nuevas realidades sociales y el 
análisis del tránsito de la familia tradicional hacia modalidades como las familias 
monoparentales, ensambladas y uniones de hecho, así como los desafíos que estas 
presentan para la regulación jurídica, incluyendo temas como la filiación y la ma-
ternidad asistida desde una perspectiva flexible e inclusiva, véase: Aguilar Llanos, 
Benjamín: «Las nuevas tendencias del Derecho de Familia». En: Foro Jurídico. 
N.º 13. Pontificia Universidad Católica del Perú. Lima, 2014, pp. 228-235, https:// 
revistas.pucp.edu.pe/index.php/forojuridico/article/view/13789/14413.

15	 Urdaneta Fontiveros, Enrique: «Palabras pronunciadas en el acto de presentación 
de mi libro Estudios de Derecho Civil». En: Boletín de La Academia de Ciencias 
Políticas y Sociales. N.º 176. Caracas, 2025, pp. 1219-1220.



2.5. La evolución de la protección de la persona

Entre las instituciones del Derecho Civil que han experimentado transforma-
ciones sustanciales, se encuentra la persona que ha evolucionado de manera 
significativa para adaptarse a las nuevas realidades. Así se han establecido 
protecciones reforzadas para miembros vulnerables, como menores, adultos 
mayores o personas con discapacidad, desarrollando figuras como la compen-
sación económica después del divorcio o la protección patrimonial específica 
del incapaz, sin perjuicio de que la protección de algunos de estos sectores 
más vulnerables se haya elevado posteriormente a rango constitucional16.

Por otra parte, la protección de los derechos de la persona trasciende los de-
rechos de la personalidad tradicionales, incorporando nuevas dimensiones 
derivadas de la dignidad humana y el reconocimiento de la diversidad 
personal. Esta ampliación responde a una comprensión más integral de la per-
sona humana que va más allá de las categorías clásicas de nombre, domicilio, 
estado civil y capacidad17.

El derecho a la identidad constituye un ejemplo paradigmático de esta evo-
lución. Mientras que tradicionalmente se entendía como el derecho a tener 
un nombre y a ser reconocido por él, en la actualidad se ha expandido para 
abarcar aspectos relativos a la identidad de género, entendida como la per-
cepción propia que tiene una persona respecto de su género, que puede 
coincidir o no con sus características sexuales biológicas.

16	 Para un análisis sistemático de los mecanismos de protección patrimonial de per-
sonas con discapacidad en el sistema español, incluyendo figuras como el patri-
monio protegido, la sustitución fideicomisaria, y otras instituciones preventivas, 
véase: Escribano Tortajada, Patricia: El patrimonio de las personas con disca-
pacidad. Tirant lo Blanch. Valencia, 2012, in toto; Serrano García, Ignacio: Pro-
tección patrimonial de las personas con discapacidad: tratamiento sistemático de 
la Ley 41/2003. Iustel. Madrid, 2008, passim. Sobre la compensación económica 
tras el divorcio como mecanismo de protección para el excónyuge más vulnerable, 
véase: Mizrahi, Mauricio: Divorcio, alimentos y compensación económica. Astrea. 
Buenos Aires, 2018, pp. 137-199.

17	 Presno Linera, Miguel Ángel: Libre desarrollo de la personalidad y derechos 
fundamentales. Marcial Pons. Madrid, 2022, pp. 21-38.
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Esta nueva concepción del derecho a la identidad se vincula estrechamente 
con el derecho a la autodeterminación personal, el cual se configura como 
una manifestación del libre desarrollo de la personalidad y de la libertad indi-
vidual. Este derecho confiere a las personas la facultad para tomar decisiones 
fundamentales sobre su identidad y sobre quiénes son, sin imposiciones 
externas que contravengan su percepción personal18.

Igualmente, como derivación del libre desarrollo de la personalidad y de la 
protección de la privacidad, el Derecho Civil contemporáneo reconoce el 
derecho a la autodeterminación informativa. Este derecho encuentra fun-
damento en el habeas data consagrado en el artículo 28 de la Constitución 
venezolana, el cual garantiza a toda persona el acceso a los registros de datos 
para solicitar la actualización o destrucción de aquellos que sean erróneos 
o que afecten los derechos. Sin embargo, se extiende hacia la facultad más amplia 
de cada persona de ejercer control sobre el tratamiento de sus datos personales. 
Ello adquiere especial relevancia en el contexto de las nuevas tecnologías 
y refleja una concepción moderna de la protección de la persona frente al 
tratamiento de sus datos personales19.

En esta línea evolutiva, el Derecho Civil ha desarrollado el concepto del de-
recho al olvido digital, que permite a las personas solicitar la eliminación de 
información personal de motores de búsqueda y plataformas digitales cuando 
dicha información resulta inadecuada, irrelevante o excesiva en relación con 
los fines para los que fue tratada. El derecho al olvido reconoce que el trans-
curso del tiempo puede transformar una noticia originalmente legítima en 
potencialmente lesiva para la dignidad personal, especialmente cuando se 
perpetúa indefinidamente en el espacio digital. Por lo cual, se busca equilibrar 
la libertad de información con la protección de la dignidad y el libre desa-
rrollo de la personalidad, reconociendo que las personas tienen derecho a no 
estar indefinidamente vinculadas a episodios de su pasado20.

18	 Ibíd., pp. 129-137.
19	 Murillo de la Cueva, Pablo y Piñar Mañas, José Luis: El derecho a la autodeter-

minación informativa. Fundación Coloquio Jurídico Europeo. Madrid, 2009. 
20	 Álvarez Hernando, Javier: El derecho al olvido digital. Debilidades y fortalezas de 

un derecho fundamental de nueva generación. Aranzadi. Pamplona, 2023.



Como puede fácilmente apreciarse, la respuesta del Derecho Civil ante los 
nuevos desafíos supone una auténtica renovación conceptual –según al-
gunos, una actualización funcional– no simples ajustes en sus instituciones 
tradicionales. Esta capacidad de adaptación se ha convertido en una caracte-
rística esencial del Derecho Civil del siglo xxi, que mantiene la estabilidad 
de sus instituciones fundamentales mientras desarrolla soluciones flexibles 
para responder a las transformaciones de nuestro tiempo. No se trata de una 
constante modificación de sus principios, sino de una reinterpretación de al-
gunos de ellos, preservando su vocación esencial de proteger la dignidad de 
la persona en contextos cada vez más complejos.

En resumidas cuentas, el Derecho Civil responde a los desafíos actuales 
mediante un proceso de evolución desde sus propios fundamentos, preser-
vando su papel central en la protección de la persona y la regulación de sus 
relaciones jurídicas básicas frente a las transformaciones contemporáneas. 
Su mayor desafío –y al mismo tiempo su mayor potencial– radica en su capa-
cidad de renovarse continuamente sin perder su identidad característica.

3. La constitucionalización como vehículo de actualización

Un fenómeno característico del Derecho Civil contemporáneo es la consti-
tucionalización, entendida como el proceso mediante el cual esta disciplina 
profundiza la integración de los valores y principios constitucionales en sus 
instituciones fundamentales, fortaleciendo su capacidad de respuesta ante 
los nuevos desafíos.

Las respuestas del Derecho Civil a las nuevas exigencias se manifiestan prin-
cipalmente mediante reformas legislativas que incorporan o desarrollan los 
principios constitucionales (constitucionalización legislativa), o mediante 
una nueva interpretación de las normas o instituciones civiles existentes 
a la luz de los principios constitucionales (constitucionalización judicial)21. 

21	 Sobre las vías por las cuales se desarrolla el proceso de constitucionalización del 
Derecho Civil, véase: Corral Talciani, Hernán: «Constitucionalización del De-
recho Civil. Reflexiones desde el sistema jurídico chileno». En: Derecho Civil 

El Derecho Civil y los retos de presente 325



326 Revista Venezolana de Legislación y Jurisprudencia • N.o 24 • 2026

Nos referiremos, a grandes rasgos, primeramente, al impacto de cada una de 
estas modalidades de constitucionalización del Derecho Civil en el ámbito 
de las obligaciones y contratos y, en segundo término, a su incidencia en las 
relaciones de carácter personal y familiar.

3.1. Obligaciones y contratos

3.1.1. Constitucionalización legislativa
En el ámbito de las obligaciones y contratos, el Derecho comparado ofrece 
una muestra significativa de reformas legislativas recientes que incorporan 
o desarrollan principios constitucionales fundamentales. Son particular-
mente relevantes la Ley de Modernización del Derecho de Obligaciones 
alemana de 2002, que constituyó la reforma más profunda del Código Civil 
alemán (BGB) desde su promulgación en 190022. La Ley, entre otros aspectos, 
reconfiguró sustancialmente el sistema de incumplimiento contractual, in-
corporó la figura de la «base del negocio jurídico» para regular la alteración 
de las circunstancias contractuales, reformuló el régimen de la prescripción, 
y codificó la doctrina de la culpa in contrahendo. Esta reforma se enmarca 
en los principios constitucionales de la Ley Fundamental alemana, particular-
mente en el principio del Estado social de Derecho, la garantía de la dignidad 
humana y el libre desarrollo de la personalidad, buscando un equilibrio entre 
la autonomía privada y la justicia contractual23.

Constitucional. Grupo Editorial Mariel. C. Villabella et al., eds. México, 2014, 
pp. 2-16. En la doctrina nacional, véase: Domínguez Guillén, María Candelaria: De-
recho Civil Constitucional (La constitucionalización del Derecho Civil). Editorial 
Jurídica Venezolana-Cidep. Caracas, 2018, p. 74. 

22	 Ley de Modernización del Derecho de Obligaciones alemana (Gesetz zur Moderni-
sierung des Schuldrechts) del 26-11-01, en vigor desde el 01-01-02, publicada en el 
Boletín Federal de Leyes (Bundesgesetzblatt), del 29-11-01.

23	 La prenombrada Ley ha sido objeto de diversas modificaciones posteriores, siendo 
particularmente relevantes la implementación de la Directiva sobre Derechos de los 
Consumidores, y la Ley de Contratos Justos para Consumidores. Véase: Ley de Im-
plementación de la Directiva sobre Derechos de los Consumidores (Gesetz zur Umset-
zung der Verbraucherrechterichtlinie), del 13-06-14, publicada en el Boletín Federal 
de Leyes, https://www.bgbl.de/xaver/bgbl/start.xav?startbk=Bundesanzeiger_
BGBl&jumpTo=bgbl113s3642.pdf; y la Ley de Contratos Justos para Consumi-
dores (Gesetz für faire Verbraucherverträge) del 25-06-21, publicada en el Boletín 



En Francia, la reforma del Código Civil de 2016, conocida como Ordenanza 
N.º 2016-131 de 10 de febrero de 201624, representó la modificación más 
importante del derecho de obligaciones y contratos desde la promulgación 
del Código Napoleón en 180425. La reforma modernizó sustancialmente el 
Derecho contractual, consagró expresamente la buena fe en la formación, in-
terpretación y ejecución del contrato, reconoció el desequilibrio significativo 
como límite a la libertad contractual, introdujo la figura de la imprevisión 
para resolver casos de alteración sobrevenida de las circunstancias, y estruc-
turó coherentemente el régimen de las nulidades contractuales, entre otros 
aspectos. Esta modernización se fundamenta en los principios de la Constitu-
ción francesa y la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, 
armonizando la autonomía de la voluntad con la protección de la parte más 
vulnerable en las relaciones contractuales.

En materia de responsabilidad civil, destacan la Ley italiana de responsabi-
lidad ambiental (Ley 349/1986, modificada en 2006 y 2013), que desarrolló 
el principio constitucional de protección ambiental ampliando las categorías 
de daño resarcible26. En el ámbito de la protección del consumidor, principio 

Federal de Leyes, https://www.bmj.de/SharedDocs/Downloads/DE/Gesetzgebung/
BGBl/Bgbl_Faire_Verbrauchervertraege.pdf?__blob=publicationFile&v=3.

24	 Ordenanza francesa N.º 2016-131 del 10 de febrero de 2016 de reforma del derecho 
de los contratos, del régimen general y de la prueba de las obligaciones (Ordon-
nance No. 2016-131 du 10 février 2016 portant réforme du droit des contrats, du ré-
gime général et de la preuve des obligations), publicada en el Journal Officiel de la 
République Française N.º 0035, del 11-02-16. 

25	 Ley francesa N.º 2018-287 del 20 de abril de 2018 (Loi No. 2018-287 du 20 avril 
2018 ratifiant l’Ordonnance N.o 2016-131 du 10 février 2016 portant réforme du 
droit des contrats, du régime général et de la preuve des obligations), que ratificó la 
Ordenanza N.º 2016-131 e introdujo ulteriores modificaciones sin alterar la estruc-
tura fundamental de la reforma, publicada en el Journal Officiel de la République 
Française N.º 0093, del 21-04-18, https://www.legifrance.gouv.fr/download/pdf?id
=2AYl4F4KuvLAQ72JhKXS1c1EHFQ2DgWXsjxXY-a5RFQ=. 

26	 Ley italiana N.º 349 de responsabilidad ambiental del 8 de julio de 1986 (Legge 8 
luglio 1986, N.o 349, Istituzione del Ministero dell’ambiente e norme in materia 
di danno ambientale), publicada en la Gazzetta Ufficiale N.º 162, del 15-07-86, 
https://www.gazzettaufficiale.it/eli/gu/1986/07/15/162/so/59/sg/pdf. Esta Ley fue 
modificada en 2006 por el Decreto Legislativo N.º 152 del 3 de abril de 2006 
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de rango constitucional en varios ordenamientos, son significativas la Ley 
francesa 2014-344 de Consumo del 17 de marzo de 2014 (Ley Hamon) que 
reforzó la protección contra cláusulas abusivas27 y el Código de Consumo ita-
liano del 6 de septiembre de 2005 que desarrolló principios constitucionales 
de protección a los consumidores y usuarios28.

Pero adicionalmente en la última década, se han promulgado en Europa otras 
reformas legislativas en el ámbito de las obligaciones y contratos que desarrollan 
diversos principios constitucionales.

A título meramente ejemplificativo, cabe mencionar la Ley española 
5/2019 reguladora de los contratos de crédito inmobiliario, que desarrolla 
el principio de protección del consumidor en la contratación de préstamos 
y créditos para la adquisición de bienes inmuebles de uso residencial29; la Ley 
española 4/2022 de protección de los consumidores y usuarios frente a situa-
ciones de vulnerabilidad social y económica, que concreta los principios de 

(Decreto Legislativo N.o 152, 3 aprile 2006, Norme in materia ambientale), pu-
blicado en la Gazzetta Ufficiale N.º 77, del 14-04-06, https://www.gazzettauffi-
ciale.it/eli/gu/2006/04/14/88/so/96/sg/pdf. Posteriormente el Decreto Legislativo  
N.º 152 fue modificado, entre otras, por la Ley N.º 97 del 6 de agosto de 2013 
(Legge 6 agosto 2013, N.o 97, Disposizioni per l’adempimento degli obblighi deri-
vanti dall’appartenenza dell’Italia all’Unione europea), publicada en la Gazzetta 
Ufficiale N.º 194, del 20-08-13, https://www.gazzettaufficiale.it/eli/gu/2013/08/20/ 
194/sg/pdf.

27	 Ley francesa N.º 2014-344 sobre el Consumo del 17 de marzo de 2014 (Loi N.o 2014-
344 du 17 mars 2014 relative à la consommation), conocida como «Loi Hamon», 
publicada en el Journal Officiel de la République Française N.º 0065, del 18-03-14, 
https://www.legifrance.gouv.fr/download/pdf?id=PsCvPyoQUFqTZoeTZ_dl6X-
B0La5rYk6ys5dm_FwTPZs=.

28	 Código de Consumo italiano del 6 de septiembre de 2005 (Codice del consumo, De-
creto Legislativo N.o 6 settembre 2005, n. 206), publicado en la Gazzetta Ufficiale 
N.º 235, del 08-10-05, https://www.gazzettaufficiale.it/eli/gu/2005/10/08/235/so/162/
sg/pdf.

29	 Ley española N.º 5/2019 de 15 de marzo, reguladora de los contratos de crédito in-
mobiliario, publicada en el Boletín Oficial del Estado N.º 65, de 16-03-19, https://
www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2019-3814.



igualdad material y protección de los más vulnerables30; la Ley francesa de 
2016 para una República Digital, que desarrolló principios constitucionales 
de protección de datos personales en la contratación electrónica y reguló as-
pectos de la economía digital31; y la Ley francesa N.º 2021-1104, relativa a la 
lucha contra el cambio climático, que incorpora el principio constitucional de 
protección ambiental en las relaciones contractuales32.

En Venezuela, después de la promulgación de la Constitución de 1999, se han 
dictado diversas leyes que desarrollan principios constitucionales en el ám-
bito de las obligaciones y contratos. En materia de protección de la parte más 
vulnerable de la relación contractual, cabe mencionar la Ley de Protección 
de las Personas en el Acceso a los Bienes y Servicios (Ledapabis)33, lamen-
tablemente derogada por la Ley Orgánica de Precios Justos dictada en 2014 
y reformada en 201534. Son relevantes también, para solo mencionar algunas, 

30	 Ley española N.º 4/2022 de 25 de febrero, de protección de los consumidores 
y usuarios frente a situaciones de vulnerabilidad social y económica, publicada en 
el Boletín Oficial del Estado N.º 51, de 01-03-22, https://www.boe.es/diario_boe/txt.
php?id=BOE-A-2022-3198. 

31	 Ley francesa N.º 2016-1321 del 7 de octubre de 2016 para una República 
Digital (Loi N.o 2016-1321 du 7 octobre 2016 pour une République numérique), 
publicada en el Journal Officiel de la République Française N.º 0235, del 08-10-16, 
https://www.legifrance.gouv.fr/download/pdf?id=SJ9w29KN2wvvWjcmiPw 
Hr3B0La5rYk6ys5dm_FwTPZs=. 

32	 Ley francesa N.º 2021-1104 del 22 de agosto de 2021, relativa a la lucha contra 
el cambio climático y el fortalecimiento de la resiliencia frente a sus efectos (Loi 
N.o 2021-1104 du 22 août 2021 portant lutte contre le dérèglement climatique et ren-
forcement de la résilience face à ses effets), publicada en el Journal Officiel de la 
République Française N.º 0196, de 24-08-21, https://www.legifrance.gouv.fr/down-
load/pdf?id=x7Gc7Ys-Z3hzgxO5KgI0zSu1fmt64dDetDQxhvJZNMc=. 

33	 Ley para la Defensa de las Personas en el Acceso a los Bienes y Servicios, Gaceta 
Oficial de la República Bolivariana de Venezuela N.º 39 358, del 01-02-10.

34	 Decreto con rango, valor y fuerza de Ley Orgánica de Precios Justos, Gaceta Ofi-
cial de la República Bolivariana de Venezuela N.º 40 340, del 23-01-14. Este decreto 
fue modificado por el Decreto N.º 1467 con rango, valor y fuerza de Ley de reforma 
parcial del Decreto con rango, valor y fuerza de Ley Orgánica de Precios Justos, 
Gaceta Oficial N.º 6156 extraordinario, del 19-11-14, posteriormente reformado por 
el Decreto N.º 2092 con rango, valor y fuerza de Ley Orgánica de Precios Justos, 
Gaceta Oficial N.º 6202 extraordinario, del 08-11-15. 
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la Ley de Arrendamientos Inmobiliarios35, la Ley de Regulación del Arren-
damiento Inmobiliario para el Uso Comercial36, la Ley de Alquileres de 
Vivienda37, y la reciente reforma de la Ley de la Actividad Aseguradora que 
establece nuevos límites a las cláusulas abusivas en el contrato de seguros, 
ampliando los mecanismos de protección de los asegurados38. En materia de 
contratación electrónica, el Decreto-Ley sobre Mensajes de Datos y Firmas 
Electrónicas desarrolla los principios constitucionales de seguridad jurídica 
estableciendo el marco normativo para la validez y eficacia probatoria de los 
documentos electrónicos39. En el ámbito de la responsabilidad civil por daño 
ambiental, la Ley Orgánica del Ambiente40 y la Ley de Gestión Integral de 
Riesgos Socio-Naturales y Tecnológicos41 establecen un marco normativo 
que amplía las categorías de responsabilidad civil para incluir el daño am-
biental, desarrollando el principio constitucional de protección del ambiente.

3.1.2. Constitucionalización judicial
En el ámbito de las relaciones obligatorias y contractuales, la constitucio-
nalización se expresa asimismo a través de una nueva interpretación de las 
normas e instituciones civiles existentes, aplicando directamente los principios 
constitucionales (constitucionalización judicial).

35	 Ley sobre Arrendamientos Inmobiliarios, Gaceta Oficial de la República de 
Venezuela N.º 36 845 del 07-12-99. 

36	 Decreto con rango, valor y fuerza de Ley de Regulación del Arrendamiento Inmo-
biliario para el Uso Comercial, Gaceta Oficial de la República Bolivariana de 
Venezuela N.º 40 418, del 23-05-14.

37	 Ley para la Regularización y Control de los Arrendamientos de Vivienda, 
Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela N.º 6053 extraordinario, 
del 12-11-11.

38	 Ley de reforma del Decreto con rango, valor y fuerza de Ley de la Actividad Asegu-
radora, Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela N.º 6770 extraor-
dinario, del 29-11-23.

39	 Decreto con fuerza de Ley N.º 1204 de fecha 10 de febrero de 2001, sobre Mensajes 
de Datos y Firmas Electrónicas, publicado en la Gaceta Oficial de la República 
Bolivariana de Venezuela N.º 37 148, del 28-02-01.

40	 Ley Orgánica del Ambiente, Gaceta Oficial de la República Bolivariana de 
Venezuela N.º 5833 extraordinario, del 22-12-06.

41	 Ley de Gestión Integral de Riesgos Socio-Naturales y Tecnológicos, Gaceta Oficial 
de la República Bolivariana de Venezuela N.º 39 095, del 09-01-09.



La jurisprudencia constitucional extranjera ha sentado importantes crite-
rios interpretativos de diversas normas sobre obligaciones y contratos que 
incorporan y desarrollan principios constitucionales fundamentales. Los tri-
bunales constitucionales extranjeros, por ejemplo, han desarrollado criterios 
rigurosos para invalidar cláusulas contractuales que, aunque formalmente 
válidas, vulneran derechos fundamentales o generan desequilibrios sig-
nificativos entre las partes. El Tribunal Constitucional Federal alemán ha 
sido particularmente activo en el control de contratos bancarios y de arren-
damiento, estableciendo límites al principio de autonomía de la voluntad 
cuando se comprometen derechos fundamentales de la parte más débil de la 
relación contractual42. La Corte Constitucional colombiana, por su parte, ha 
impuesto limitaciones significativas a la libertad contractual por razones de 
solidaridad social y ha establecido mecanismos para proteger a la parte más 
vulnerable en determinadas relaciones contractuales43.

42	 Por ejemplo, el Tribunal Constitucional Federal alemán (Bundesverfassungsge-
richt) en la sentencia N.º BVerfGE 89, 214, del 19-10-93 (caso «Bürge») estableció 
límites constitucionales al principio de autonomía de la voluntad en contratos 
bancarios, específicamente en contratos de fianza, cuando se comprometen de-
rechos fundamentales de la parte más débil de la relación contractual. Para un 
examen de esta sentencia véase: Gómez Blanes, Pablo: «La protección del fiador 
en el Derecho alemán: a propósito de la sentencia del Tribunal Constitucional 
alemán de 19-10-1993». En: Revista Crítica de Derecho Inmobiliario. N.º 683. 
Madrid, 2004, pp. 1337-1350, https://vlex.es/vid/fiador-aleman-proposito-consti-
tucional-19-328710. Asimismo, el Tribunal Constitucional Federal alemán ha con-
firmado la constitucionalidad de diversas medidas de protección al arrendatario 
como parte vulnerable de la relación contractual. Esto incluye la regulación de los 
cánones de arrendamiento en ciertos casos, así como las limitaciones al derecho 
del arrendador de rescindir unilateralmente los contratos de arrendamiento por 
uso propio. Al respecto, véase: «Germany’s Tenancy Law Amendment Act Upheld 
by Federal Constitutional Court». En: Housing Rights Watch. 24 de septiembre 
2019, https://bit.ly/42EqZGO; Wurmnest, Wolfgang: German Report – Research 
Project: Tenancy Law and Procedure in the EU. EUI. Florencia, 2005, pp. 7-51 
y la jurisprudencia allí citada, https://bit.ly/3RrSDSa.

43	 Corte Constitucional colombiana, sent. N.º T-517/16, del 07-07-06, que estableció 
limitaciones a la libertad contractual por razones de solidaridad social en protec-
ción de la parte débil, ordenando a una aseguradora expedir una póliza de seguro 
de vida a una persona recientemente liberada de un secuestro. La aseguradora había 
rechazado inicialmente la solicitud alegando que el solicitante representaba un 
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En materia de responsabilidad civil, la constitucionalización ha llevado a una 
mayor protección de bienes jurídicos fundamentales y a una ampliación de las 
categorías tradicionales de daño. Los tribunales constitucionales extranjeros 
han expandido significativamente los supuestos de daños indemnizables 
para incluir nuevas formas de afectación a derechos constitucionalmente pro-
tegidos. Así, la Corte Constitucional italiana ha desarrollado el concepto de 
daño existencial como una categoría de daño que afecta directamente la es-
fera de derechos fundamentales de la persona, más allá del tradicional daño 
no patrimonial o moral44. Esta doctrina fue posteriormente sistematizada 
por las Sezioni Unite de la Corte de Casación italiana en 2008, a través de 
una sentencia que amplió los límites del daño no patrimonial, estableciendo 
su directa vinculación con los derechos fundamentales constitucional-
mente protegidos45. La Corte Suprema peruana, por su parte, ha realizado 
una notable contribución al reconocer el daño al proyecto de vida como una 
derivación directa del principio constitucional de libre desarrollo de la perso-
nalidad, estableciendo que ciertos daños pueden alterar sustancialmente las 
expectativas y potencialidades vitales de un individuo46.

«riesgo no asegurable» debido a su condición de exsecuestrado. La Corte consi-
deró especialmente la situación de vulnerabilidad del solicitante y concluyó que la 
negativa vulneraba sus derechos fundamentales, https://www.corteconstitucional.
gov.co/relatoria/2006/T-517-06.htm; Corte Constitucional colombiana, sent. 
N.º C-909/12, del 07-11-12, que confirmó la constitucionalidad de normas que 
prohíben cláusulas abusivas en contratos de adhesión entre consumidores e institu-
ciones financieras, aseguradoras y del mercado de valores, https://www.cortecons-
titucional.gov.co/relatoria/2012/C-909-12.htm. 

44	 Corte Constitucional italiana (Corte Costituzionale), sent. N.º 233/2003, del 11-07-03. 
Esta decisión fue publicada en la Gazzetta Ufficiale N.º 28, del 16-07-03, https://
www.cortecostituzionale.it/actionSchedaPronuncia.do?anno=2003&numero=233. 

45	 Corte de Casación italiana (Corte di Cassazione, Sezioni Unite), sent. N.º 26972/09, 
del 11-11-08, https://www.ordineavvocatitrani.it/2008/11/13/cassazione-civile-ssuu-
sentenza-11112008-n-26972/. 

46	 Tribunal Constitucional del Perú, sent. N.º 1020, del 17-12-20, https://tc.gob.pe/
jurisprudencia/2020/04566-2019-AA.pdf; Corte Suprema de Justicia del Perú, 
Cuarta Sala de Derecho Constitucional y Social Transitoria, sent. N.º 6873, 
del 28-09-23, https://img.lpderecho.pe/wp-content/uploads/2024/03/Casacion-
6873-2021-Lima-LPDerecho.pdf. Para un examen de la noción del daño al pro-
yecto de vida en la jurisprudencia peruana y latinoamericana, véase: Fernández 



En Venezuela, la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia ha 
desarrollado una extensa jurisprudencia en materia de obligaciones y con-
tratos, pretendiendo fundamentarse en la noción de Estado de Derecho 
y de justicia que consagra el artículo 2 de la Constitución. Así, a título me-
ramente ejemplificativo, podemos mencionar que, en materia de créditos 
indexados, la Sala, basándose en esta concepción del Estado y en el orden pú-
blico y las buenas costumbres, limitó la autonomía de la voluntad de créditos 
hipotecarios, estableciendo criterios sobre cláusulas usurarias, intereses 
y anatocismo47. En materia de contratos de adhesión, la Sala avaló el sistema 
de protección al consumidor, mediante la declaración de nulidad de cláusulas 
abusivas48 y, en una sentencia objeto de severas críticas, estableció el criterio 
de la necesaria intervención judicial para la terminación del contrato por apli-
cación de la denominada cláusula resolutoria expresa, con lo cual contradijo 
la naturaleza misma de estas cláusulas pretendiendo fundamentar su criterio 
en una pretendida derivación del principio de la tutela judicial efectiva49.
 
3.2. Persona y familia

3.2.1. Constitucionalización legislativa
En el ámbito de la persona y la familia, el Derecho comparado muestra 
numerosas reformas legislativas que procuran desarrollar los principios 
constitucionales de igualdad y no discriminación, adaptando las instituciones 
jurídicas a las realidades sociales contemporáneas. Entre algunas significa-
tivas y recientes, inspiradas en los principios de igualdad y libre desarrollo 
de la personalidad, destacan la Ley francesa de bioética de 2021 sobre 

Sessarego, Carlos: «El “daño al proyecto de vida” en la doctrina y la jurisprudencia 
contemporánea». En: Foro Jurídico: Revista de Derecho. N.º 10. Pontificia Univer-
sidad Católica del Perú. Lima, 2010, pp. 85-104, https://revistas.pucp.edu.pe/index.
php/forojuridico/article/view/18545/18785.

47	 TSJ/SC, sent. N.º 85, del 24-01-02, http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/
enero/85-240102-01-1274%20.HTM.

48	 TSJ/SC, sent. N.º 1419, del 10-07-07, http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/
julio/1419-100707-04-0204.HTM. 

49	 TSJ/SC, sent. N.º 167, del 04-03-05, http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/
marzo/167-040305-04-1518.HTM. 
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técnicas de reproducción asistida50, la Ley alemana de matrimonio para todos 
de 201751, la Ley 76/2016 Cirinnà italiana sobre uniones civiles entre personas 
y regulación de la convivencia de hecho52, la Ley 13/2005 española sobre ma-
trimonio igualitario53, y la Ley 15/2005 española que flexibilizó el divorcio 
eliminando sus causales54. En el contexto latinoamericano es significativa la 
reforma del Código Civil y Comercial argentino de 2015 que incorporó una 
visión constitucionalizada del Derecho de Familia55.

Además, a partir de la segunda década de este siglo, han entrado en vigencia 
en Europa otras importantes reformas legislativas en el ámbito de las re
laciones personales y familiares que buscan desarrollar diversos principios 
constitucionales relativos a la persona. A título meramente ejemplificativo, 
cabe mencionar la Ley 4/2023 española orientada a asegurar la igualdad real 

50	 Ley francesa N.º 2021-2017 de 2 de agosto de 2021 sobre bioética (Loi No. 2021-1017 
du 2 août 2021 relative à la bioéthique), publicada en el Journal Officiel de la Répu-
blique Française, del 03-08-21, https://www.legifrance.gouv.fr/download/pdf?id=K
fhp4uzKYCIO4d0RRPB2AAlgj8aUOv1MZCf1HPdWY3s=. 

51	 Ley alemana de Matrimonio para Todos (Gesetz zur Einführung des Rechts auf 
Eheschließung für Personen gleichen Geschlechts), del 20 de julio de 2017, publi-
cada en el Boletín Federal de Leyes (Bundesgesetzblatt), del 28-07-17, https://www.
bgbl.de/xaver/bgbl/start.xav?startbk=Bundesanzeiger_BGBl&start=//*%5b@attr_
id=%27bgbl117s2787.pdf%27%5d#/switch/tocPane?_ts=1744826816192. 

52	 Ley italiana N.º 76/2016 del 20 de mayo de 2016 sobre las Uniones Civiles entre Per-
sonas del Mismo Sexo y Regulación de la Convivencia de Hecho (Legge 20 maggio 
2016, N.o 76, Regolamentazione delle unioni civili tra persone dello stesso sesso 
e disciplina delle convivenze), publicada en la Gazzetta Ufficiale N.º 118, del 21-05-16, 
https://www.gazzettaufficiale.it/eli/id/2016/05/21/16G00082/sg. 

53	 Ley española N.º 13/2005 de 1 de julio, por la que se modifica el Código Civil en ma-
teria de derecho a contraer matrimonio, publicada en el Boletín Oficial del Estado 
N.º 157, del 02-07-05, https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2005-11364. 

54	 Ley española N.º 15/2005 de 8 de julio, por la que se modifican el Código Civil 
y la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de separación y divorcio, publicada en 
el Boletín Oficial del Estado N.º 163, del 09-07-05, https://www.boe.es/buscar/doc.
php?id=BOE-A-2005-11864. 

55	 Código Civil y Comercial de la Nación Argentina, aprobado por la Ley 26 994 
en 2014 y en vigencia desde 2015, http://www.saij.gob.ar/docs-f/codigo/Codigo_
Civil_y_Comercial_de_la_Nacion.pdf.



y efectiva de las personas trans y los derechos de las personas LGTBI56; la 
Ley francesa de 2022 que reforma el régimen de adopción57; la Ley 8/2021 es-
pañola que reformó la legislación civil para garantizar el apoyo a las personas 
con discapacidad en el ejercicio de su capacidad jurídica58; la Ley Orgánica 
española 3/2021 que regula la eutanasia59; la Ley portuguesa 90/2019, de 
4 de septiembre, sobre protección en la parentalidad y la conciliación fami-
liar y laboral60; y el Decreto Legislativo italiano N.º 154 de 2013, que revisó la 
normativa sobre filiación61.

En Venezuela, bajo la Constitución de 1961, el proceso de constitucionaliza-
ción del Derecho Civil por vía legislativa tuvo un hito importante en el campo 
de las relaciones personales y familiares con la promulgación de la Ley de 
reforma parcial del Código Civil de 198262, la cual consagró los principios 

56	 Ley española N.º 4/2023 de 28 de febrero, para la igualdad real y efectiva de las per-
sonas trans y para la garantía de los derechos de las personas LGTBI, publicada en 
el Boletín Oficial del Estado N.º 51, del 01-03-23, https://www.boe.es/buscar/act.
php?id=BOE-A-2023-5366. 

57	 Ley francesa N.º 2022-219 de 21 de febrero de 2022 (Loi No. 2022-219 du 21 fé-
vrier 2022 visant à reformer l’adoption), publicada en el Journal Officiel de la 
République Française, de 22-02-22, https://www.legifrance.gouv.fr/jorf/id/JORF-
TEXT000045197698. 

58	 Ley española N.º 8/2021 de 2 de junio, por la que se reforma la legislación civil 
y procesal para el apoyo a las personas con discapacidad en el ejercicio de su ca-
pacidad jurídica, publicada en el Boletín Oficial del Estado N.º 132, de 03-06-21, 
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2021-9233. 

59	 Ley Orgánica española N.º 3/2021 de 24 de marzo, de regulación de la eutanasia, 
publicada en el Boletín Oficial del Estado N.º 72, de 25-03-21, https://www.boe.es/
buscar/act.php?id=BOE-A-2021-4628. 

60	 Ley portuguesa N.º 90/2019 de 4 de septiembre (Lei No. 90/2019, de 4 de setembro), 
sobre la protección en la parentalidad y la conciliación familiar y laboral, publi-
cada en el Diário da República N.º 169/2019, del 04-09-19, https://dre.pt/dre/detalhe/
lei/90-2019-124417103. 

61	 Decreto Legislativo italiano N.º 154 de 28 de diciembre de 2013 (Decreto Legisla-
tivo 28 dicembre 2013, N.o 154), sobre la revisión de la normativa sobre filiación, 
publicado en la Gazzetta Ufficiale N.º 5, del 08-01-14, https://www.normattiva.it/
uri-res/N2Ls?urn:nir:stato:decreto.legislativo:2013-12-28;154. 

62	 Ley de reforma parcial del Código Civil, Gaceta Oficial de la República de Venezuela 
N.º 2990 extraordinario, del 26-07-82.
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de igualdad entre los cónyuges y de no discriminación entre los hijos. Además, 
entre otros aspectos, flexibilizó el divorcio permitiendo la conversión de la 
separación prolongada de hecho en divorcio.

Posteriormente, bajo la Constitución de 1999, se han dictado importantes 
leyes que desarrollan los principios constitucionales de protección integral 
y preferente de la persona, entre las cuales cabe mencionar las siguientes: la 
Ley para las Personas con Discapacidad, que garantiza su integración social 
y equiparación de oportunidades63; la Ley para la Protección de las Fami-
lias, la Maternidad y la Paternidad, que desarrolla el principio constitucional 
de protección familiar64; la Ley Orgánica sobre el Derecho de las Mujeres 
a una Vida Libre de Violencia, que desarrolla el derecho constitucional a la 
integridad personal65; la Ley Orgánica para la Protección de Niños, Niñas 
y Adolescentes, que establece un sistema integral de protección66, y más re-
cientemente, la Ley para la Atención Integral a las Personas con Trastorno 
del Espectro Autista, que garantiza su atención integral y no discriminación67.

63	 Ley para las Personas con Discapacidad, Gaceta Oficial de la República Boliva-
riana de Venezuela N.º 38 598, del 05-01-07. Esta Ley fue posteriormente dero-
gada por la Ley Orgánica para la Inclusión, Igualdad y Desarrollo Integral de las 
Personas con Discapacidad, Gaceta Oficial N.º 6817 extraordinario, del 27-06-24.

64	 Ley para la Protección de las Familias, la Maternidad y la Paternidad, Gaceta Ofi-
cial de la República Bolivariana de Venezuela N.º 38 773, del 20-09-07. Esta Ley 
fue reformada por la Ley de reforma de la Ley para la Protección de las Familias, la 
Maternidad, y la Paternidad, Gaceta Oficial N.º 6686 extraordinario, del 15-02-23.

65	 Ley Orgánica sobre el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, Ga-
ceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela N.º 38 770, del 17-09-07. Esta 
Ley fue modificada por la Ley de reforma de la Ley Orgánica sobre el Derecho de 
las Mujeres a una vida Libre de Violencia, Gaceta Oficial N.º 40 548, del 25-11-14, 
posteriormente reformada por la Ley Orgánica de reforma a la Ley Orgánica sobre 
el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, Gaceta Oficial N.º 6667 
extraordinario, del 16-12-21. 

66	 Ley Orgánica para la Protección de Niños, Niñas y Adolescentes, Gaceta Oficial de la 
República Bolivariana de Venezuela N.º 5859 extraordinario, del 10-12-07. Esta Ley 
fue modificada por la Ley de reforma parcial de la Ley Orgánica para la Protección de 
Niños, Niñas y Adolescentes, Gaceta Oficial N.º 6185 extraordinario, del 08-06-15. 

67	 Ley para la Atención Integral a las Personas con Trastorno del Espectro Autista, 
Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela N.º 6744 extraordinario, 
del 24-04-23. 



La constitucionalización legislativa ha permitido la evolución del Derecho 
de la persona y de la familia para adaptarlo a las nuevas transformaciones 
sociales, procurando que las instituciones civiles respondan a los principios 
fundamentales del ordenamiento jurídico y a las exigencias contemporáneas.

3.2.2. Constitucionalización judicial
De modo similar a lo que ocurre en el ámbito de los contratos, la jurispru-
dencia constitucional ha sido abundante y variada, por lo que respecta a la 
interpretación de normas y relaciones civiles de carácter personal y familiar 
conforme a los principios constitucionales.

En la jurisprudencia extranjera, la protección de la persona se ha ampliado más 
allá de los derechos de la personalidad tradicionales, incorporando nuevas di-
mensiones derivadas de la dignidad humana. A título ilustrativo, destacamos 
algunas decisiones significativas de tribunales constitucionales europeos sobre 
la materia. El Tribunal Constitucional español, por ejemplo, ha desarrollado 
el derecho a la propia imagen más allá de su concepción civil tradicional, in-
corporando elementos como la autodeterminación informativa y la protección 
frente a nuevas tecnologías68. De manera similar, la jurisprudencia italiana 
ha abordado cuestiones relacionadas con la protección de la privacidad, in-
cluyendo aspectos vinculados al derecho al olvido digital69; y, por su parte, 
el Tribunal Constitucional Federal alemán ha elaborado una doctrina sólida 
sobre el derecho a la autodeterminación informativa como manifestación del 
derecho general al libre desarrollo de la personalidad70.

68	 Al respecto, véase Tribunal Constitucional español, sent. N.º 81/2001, del 26-03-01, 
en la que se desarrolla el derecho fundamental a la propia imagen como derecho de 
la personalidad, derivado de la dignidad humana y dirigido a proteger la dimensión 
moral de las personas, https://hj.tribunalconstitucional.es/es/Resolucion/Show/4377.

69	 En esta dirección, los tribunales italianos han reconocido que el transcurso del tiempo 
puede transformar una noticia originalmente legítima en lesiva para la dignidad per-
sonal. Al respecto, véase: Barrera, Giulia: «El derecho al olvido en la jurisprudencia 
italiana y el Reglamento Europeo de Protección de Datos Personales». En: Desafíos 
en el acceso a archivos y consulta de documentos: V jornadas de AEFP sobre Acceso 
a los Documentos Públicos y Oficiales. Universidad Complutense de Madrid. Madrid, 
2020, https://bit.ly/4jQbJxg.

70	 Tribunal Constitucional Federal alemán (Bundesverfassungsgericht), sent. N.º 1 
BvR 370/07, del 27-02-09, del que reafirma la doctrina sobre el derecho a la 
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En materia familiar, la jurisprudencia constitucional extranjera ha sido fun-
damental en el reconocimiento y protección de nuevas formas de familia, 
sustentadas en los principios de igualdad y libre desarrollo de la persona-
lidad. Son numerosas las decisiones que han desarrollado estos principios 
constitucionales en el ámbito familiar. En esta dirección, la Corte Constitu-
cional italiana fue pionera en reconocer derechos derivados de las uniones de 
hecho71, reconocimiento que, posteriormente, se consolidó legislativamente 
con la mencionada Ley Cirinnà de 201672. Por su parte, el Tribunal Cons-
titucional Federal alemán ha desarrollado una extensa jurisprudencia sobre 
la igualdad de derechos entre hijos matrimoniales y extramatrimoniales73. 

autodeterminación informativa en la era digital, estableciendo límites a la conserva-
ción y uso de datos personales por parte de las autoridades, https://www.bundesverfas-
sungsgericht.de/SharedDocs/Entscheidungen/DE/2008/02/rs20080227_1bvr037007.
html. Un examen de esta sentencia puede consultarse en: González Pascual, María 
Isabel: «El Tribunal Constitucional Federal Alemán ante la compatibilidad con los 
derechos fundamentales de la normativa nacional de origen europeo de prevención 
de delitos». En: Revista de Derecho Comunitario Europeo. N.º 34. Madrid, 2009, 
pp. 945-966, https://www.cepc.gob.es/sites/default/files/2021-12/27673mariaisabelgo
nzalezpascualrdce34.pdf. 

71	 Al respecto, véase Corte Constitucional italiana (Corte Costituzionale), sent. 
N.º 404/1988, de 07-04-88, de la que marcó un hito al reconocer el derecho de 
sucesión en el arrendamiento al conviviente de hecho, ampliando así el con-
cepto tradicional de familia. Esta decisión fue publicada en la Gazzetta Ufficiale 
N.º 15, del 13-04-88, https://www.cortecostituzionale.it/actionSchedaPronuncia.
do?anno=1988&numero=404. 

72	 Ley italiana N.º 76/2016 del 20 de mayo de 2016 sobre las Uniones Civiles entre Per-
sonas del Mismo Sexo y Regulación de la Convivencia de Hecho (Legge 20 maggio 
2016, N.o 76, Regolamentazione delle unioni civili tra persone dello stesso sesso 
e disciplina delle convivenze), publicada en la Gazzetta Ufficiale N.º 118, del 21-05-16, 
https://www.gazzettaufficiale.it/eli/id/2016/05/21/16G00082/sg.

73	 Al respecto, véase la explicación del profesor Vega García sobre la sentencia 
N.º 1 BvR 611-07 del Tribunal Constitucional Alemán, del 21 de julio de 2010, sobre 
la inconstitucionalidad de la normativa del Impuesto sobre Sucesiones que trataba 
de forma diferente a los integrantes de una pareja de hecho registrada (eingetra-
gene Lebenspartnerschaft) y a los de un matrimonio, por ser contraria al principio 
de igualdad ante la ley (Vega García, Alberto: «La equiparación en Alemania de 
las parejas de hecho registradas a los matrimonios en el impuesto sobre sucesiones». 
En: InDret Revista para el Análisis del Derecho. Barcelona, 2011, pp. 4-12, https://
indret.com/wp-content/themes/indret/pdf/793_es.pdf). Véase también: de Torres 



En América Latina, la jurisprudencia de la Corte Constitucional colombiana 
ha sido abundante en esta materia, reconociendo derechos patrimoniales 
a las parejas del mismo sexo y desarrollando el concepto de familia diversa74.

En Venezuela, en el ámbito de las relaciones jurídicas de carácter familiar, 
la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia ha desarrollado una 
extensa jurisprudencia que pretende aplicar las normas del Derecho Civil 
a la luz de los principios y derechos fundamentales consagrados en la Consti-
tución de 1999. Destacan particularmente las sentencias que han equiparado 
los efectos de las uniones estables de hecho a los del matrimonio con base en 
el artículo 77 constitucional75, las relativas a la filiación, como las que ad-
miten el reconocimiento del hijo de la mujer casada por un tercero distinto al 
cónyuge76, y la impugnación de la paternidad por persona diferente al marido 
de la madre77, las relativas a la presunción en contra del demandado que se 
niega a practicarse la experticia de ADN78 y las que consagran la imprescrip-
tibilidad de la acción de inquisición de la maternidad o paternidad, incluso 

Perea, José Manuel: «Tratamiento del interés del menor en el Derecho alemán». 
En: Anuario de Derecho Civil. Vol. 59, N.º 2. BOE. Madrid, 2006, pp. 689-695 y las 
sentencias allí citadas del Tribunal Constitucional Federal alemán que garantizan la 
total equiparación entre los hijos independientemente de su condición matrimonial. 
Disponible en: https://www.boe.es/biblioteca_juridica/anuarios_derecho/abrir_pdf.
php?id=ANU-C-2006-20067500742. 

74	 Al respecto, véase: Corte Constitucional colombiana, sent. N.º C-577/11, del 26-07-11, 
que reconoció a las parejas del mismo sexo como una forma de familia constitu-
cionalmente protegida, exhortando al Congreso a legislar sobre la materia, https://
www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2011/C-577-11.htm. Véase también la sent. 
N.º SU-214/16, del 28-04-16, que reconoció el matrimonio igualitario en Colombia, 
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/su214-16.htm. 

75	 TSJ/SC, sent. N.º 1682, del 15-07-05, http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/
julio/1682-150705-04-3301.HTM.

76	 TSJ/SC, sent. N.º 1443, del 14-08-08, http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/
agosto/1443-140808-05-0062.HTM.

77	 TSJ/SC, sent. N.º 868, del 08-07-13, http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/
julio/868-8713-2013-11-0820.HTML.

78	 TSJ/SC, sent. N.º 1235, del 14-08-12, http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/
agosto/1235-14812-2012-10-0831.HTML.
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frente a los herederos del padre o la madre79. También relevantes son las de-
cisiones sobre el carácter potestativo de la regularización de la filiación ante 
el Registro Civil80, la reproducción asistida post mortem81 y la flexibilización 
del régimen del divorcio82.

3.3.	Extralimitación de funciones por parte de la Sala
	 Constitucional venezolana

Las decisiones de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia 
venezolano, aunque formalmente se presentan como manifestaciones de la 
proyección de principios constitucionales en el ámbito de las relaciones per-
sonales, patrimoniales y familiares, lo que ponen de relieve, en numerosas 
ocasiones, es una evidente extralimitación de funciones interpretativas por 
parte de la Sala, que ha invadido competencias propias del Poder Legislativo.

Un ejemplo paradigmático de esta extralimitación lo constituye la flexi-
bilización del divorcio en Venezuela por vía de decisiones judiciales que 
reformaron sustancialmente el régimen legal establecido en el Código Civil. 
A partir del año 2014, la Sala Constitucional invadió la esfera de competencia 
legislativa de la Asamblea Nacional, actuando como legislador positivo al 
modificar las normas legales sobre el divorcio83. Veamos.

79	 TSJ/SC, sent. N.º 806, del 08-07-14, http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/
julio/166602-806-8714-2014-11-0970.HTML.

80	 TSJ/SC, sent. N.º 1757, del 22-12-15, http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/ 
diciembre/184219-1757-221215-2015-2012-0493.HTML.

81	 TSJ/SC, sent. N.º 1456, del 27-07-06, http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/
julio/1456-270706-05-1471.HTM. 

82	 Al respecto véase: TSJ/SC, sent. N.º 446, del 15-05-14, http://historico.tsj.gob.ve/
decisiones/scon/mayo/164289-446-15514-2014-14-0094.HTML; TSJ/SC, sent. 
N.º 693, del 02-06-15, http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/junio/178096-693-
2615-2015-12-1163.HTML; TSJ/SC, sent. N.º 1070, del 09-12-16, http://historico.tsj.
gob.ve/decisiones/scon/diciembre/193699-1070-91216-2016-16-0916.HTML.

83	 Para un examen detallado y un análisis crítico de las reformas legales al régimen 
del divorcio efectuadas por vía jurisprudencial, véase lo que expongo en mi tra-
bajo «Régimen del divorcio y recientes sentencias del Tribunal Supremo de Jus-
ticia», publicado en mis Estudios de Derecho Civil. Academia de Ciencias Políticas 
y Sociales. Caracas, 2024, pp. 711-752.



Conforme a la Constitución de 1999, corresponde en forma exclusiva 
a la Asamblea Nacional legislar en las materias de competencia nacional 
(artículo 187.1), entre las cuales está sancionar la legislación civil y de pro-
cedimientos (artículo 156.32). Esta competencia solo puede ejercerse según 
el procedimiento previsto para la formación de las leyes, y las normas le-
gales solo pueden ser reformadas o derogadas por otras leyes (artículo 218). 
Sin embargo, a pesar de la claridad del texto constitucional, mediante una 
serie de sentencias, la Sala Constitucional, primero, modificó sustancial-
mente el procedimiento para obtener el divorcio por separación prolongada 
de hecho, previsto en el artículo 185-A del Código Civil84; posteriormente, 
declaró que las causales «únicas» de divorcio contenidas en el artículo 185 no 
son taxativas85; y, finalmente, consagró que el desafecto y la incompatibilidad 
de caracteres constituyen causales de divorcio, estableciendo que la manifes-
tación por uno de los cónyuges de incompatibilidad o desafecto no precisa de 
contradictorio por tratarse de un «sentimiento intrínseco de la persona»86.

Del mismo modo, la Sala de Casación Civil usurpó la función propia y ex-
clusiva de la Asamblea Nacional al legislar en las materias de la competencia 
nacional previstas en el artículo 156(32) de la Constitución, determinando «el 
procedimiento de divorcio, por separación de cuerpos y separación de hecho 
por más de cinco años, desafecto o incompatibilidad de caracteres (artículo 
185-A del Código Civil) a seguir por el cónyuge interesado en obtener una 
sentencia con esta finalidad»87.

Estas decisiones configuran múltiples violaciones de principios esenciales 
consagrados en la Constitución: vulneran la garantía de la reserva legal en 
materia de legislación civil y de procedimientos, que constituye competencia 

84	 TSJ/SC, sent. N.º 446, del 15-05-14, http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/
mayo/164289-446-15514-2014-14-0094.HTML.

85	 TSJ/SC, sent. N.º 693, del 02-06-15, http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/
junio/178096-693-2615-2015-12-1163.HTML.

86	 TSJ/SC, sent. N.º 1070, del 09-12-16, http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/dicie
mbre/193699-1070-91216-2016-16-0916.HTML.

87	 TSJ/SC, sent. N.º 136, del 30-03-17, http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scc/
marzo/197371-RC.000136-30317-2017-16-476.HTML.
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exclusiva del órgano legislativo (artículos 136 y 156.32), quebrantan el prin-
cipio de separación de poderes (artículo 136) y contravienen el principio 
de legalidad (artículo 137). Adicionalmente, se realizaron sin cumplir con 
la obligación constitucional de consulta popular prevista en el artículo 201, 
particularmente relevante en una materia que afecta la estabilidad familiar.

El resultado fue la creación jurisprudencial, mediante normas de carácter 
general y abstracto, del denominado «divorcio libre» a través de un proce-
dimiento sumario sin contradictorio (divorcio express), en contravención 
a lo dispuesto en el Código Civil y en el Código de Procedimiento Civil, 
permitiendo que cualquiera de los cónyuges solicite el divorcio sin acreditar 
situación objetiva alguna de cese efectivo de la vida en común88.

Estas decisiones ejemplifican los riesgos de una constitucionalización sin 
límites, donde los tribunales constitucionales usurpan funciones que cons-
titucionalmente corresponden al órgano legislativo, generando inseguridad 
jurídica en instituciones fundamentales del Derecho Civil. Frente a las exi-
gencias de actualización de las instituciones civiles, resulta indispensable 
una judicatura más preparada y capaz de abordar los desafíos tecnológicos y 
las transformaciones sociales contemporáneas, mediante el desarrollo de una 
interpretación constitucional que equilibre la protección de derechos funda-
mentales con tales exigencias, respetando siempre el principio de separación 
de poderes y la garantía de la reserva legal.

88	 Cabe hacer notar que las tendencias contemporáneas del Derecho de Familia, en 
lo relativo al matrimonio, se orientan hacia facilitar la disolución del vínculo, am-
pliando el margen de libertad para hacer prevalecer la voluntad de los cónyuges 
que deciden poner fin a su unión matrimonial. Sin embargo, es lamentable que en 
el caso venezolano estas transformaciones se hayan introducido mediante senten-
cias del Tribunal Supremo de Justicia que han reformado el Código Civil en materia 
de divorcio puesto que, por un lado, esto significa una usurpación de las funciones 
legislativas exclusivas de la Asamblea Nacional y, por el otro, representa una mo-
dificación de las estructuras básicas del Derecho Familiar venezolano, contenidas 
en nuestro Código Civil, realizada sin el suficiente estudio, meditación y pondera-
ción que exige una materia de tanta trascendencia social. Al respecto, véase lo que 
exponemos en nuestro trabajo «Régimen del divorcio y sentencias del Tribunal 
Supremo de Justicia», citado supra.



Conclusiones

El Derecho Civil enfrenta en la actualidad una serie de retos inéditos que 
incluyen la transformación digital, la problemática ambiental, las transforma-
ciones sociales, la globalización económica, la biotecnología, la inteligencia 
artificial y la creciente desigualdad social. Estos desafíos constituyen un es-
cenario propicio para que esta disciplina demuestre su vitalidad y potencial 
de renovación.

El Derecho Civil responde a estos retos renovando sus instituciones funda-
mentales sin abandonar sus principios esenciales. La propiedad incorpora 
con mayor intensidad su función social y ecológica, armonizando los inte-
reses individuales con la preservación ambiental. El contrato evoluciona para 
abordar la economía digital y proteger a la parte más vulnerable mediante 
nuevas categorías, como los contratos asimétricos y el control estricto de 
cláusulas abusivas. La responsabilidad civil experimenta una metamorfosis 
que trasciende la mera reparación de los daños y perjuicios para convertirse 
en un mecanismo integral de prevención y gestión de riesgos. El Derecho de 
Familia se adapta reconociendo nuevas estructuras familiares y modalidades 
de uniones afectivas. La protección de la persona trasciende los derechos de 
la personalidad tradicionales, incorporando dimensiones como la identidad 
de género, la autodeterminación informativa y el derecho al olvido digital.

Un vehículo fundamental para esta actualización es la constitucionalización 
del Derecho Civil, proceso mediante el cual esta disciplina profundiza la 
integración de los valores y principios constitucionales en sus instituciones fun-
damentales. Las respuestas del Derecho Civil a las nuevas exigencias se ponen 
de manifiesto principalmente a través de reformas legislativas que incorporan 
o desarrollan los principios constitucionales (constitucionalización legislativa) o 
mediante una nueva interpretación de las normas civiles existentes a la luz 
de los principios constitucionales (constitucionalización judicial). Este pro-
ceso ha fortalecido la capacidad de respuesta del Derecho Civil frente a las 
nuevas realidades sociales, permitiendo que los principios constitucionales 
se materialicen efectivamente en las relaciones entre los particulares.
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Sin embargo, en el caso venezolano, numerosas decisiones de la Sala Consti-
tucional del Tribunal Supremo de Justicia, aunque formalmente se presentan 
como manifestaciones de la proyección de principios constitucionales en el 
campo de las obligaciones y contratos, y en el de las relaciones de carácter fa-
miliar, lo que ponen de relieve muchas veces es una evidente extralimitación 
de funciones interpretativas por parte de la Sala, que ha invadido las compe-
tencias propias del Poder Legislativo. En todo caso, se requiere una judicatura 
más preparada para abordar los desafíos tecnológicos y las transformaciones 
sociales contemporáneas, capaz de desarrollar una interpretación consti-
tucional que equilibre la protección de los derechos fundamentales con la 
innovación y las nuevas realidades jurídicas, sin sacrificar los principios de 
separación de poderes y de reserva legal. 

* * *

Resumen: el autor reflexiona sobre la actualidad del Derecho 
Civil y los desafíos que se ciernen sobre esta área de lo jurí-
dico. Para tales fines, divide su colaboración en tres partes: en 
la primera, comenta los desafíos que enfrenta esta rama del De-
recho privado; de seguida, alude a las tendencias y evoluciones 
de sus principales institutos, y cierra comentando el proceso de 
constitucionalización del Derecho Civil desde lo legislativo 
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Civil Law and the challenges of the present
Abstract: The author reflects on the current state of Civil Law 
and the challenges facing this area of ​​law. To this end, the article 
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